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estudie la idoneidad de los terrenos para recibir los vertidos 
de alpechín. A tal fin el proyecto deberá garantizar que se 
adoptan las medidas para impedir contaminaciones del sub­
suelo y para evitar, en lo posible, efectos no deseables sobre 
el paisaje. En el presupuesto se incluirá un apartado en el que 
figurarán, por separado, las partidas correspondientes a terre­
nos, obras, instalaciones y demás dispositivos (maquinaria, 
medios de transporte, etc.).

b) Documentación que acredite la titularidad de la fábrica 
almazara y de su funcionamiento en las distintas campañas.

Art. 3.° La ejecución de las soluciones cuyo auxilio se haya 
solicitado en la forma del artículo 1.°, a), se regulará por medio 
de un convenio, suscrito por la representación de las industrias, 
de una parte, y, de otra, por la Administración Pública, que 
contemplará como mínimo los siguientes aspectos:

1. Ambito territorial de que se eliminan los vertidos de al­
pechín a cauce público.

2. Obligaciones por parte de la representación industrial 
para el desarrollo de la solución propuesta.

3. Forma de pago de los auxilios por la Administración.
4. Sistema de seguimiento del convenio.
El ámbito territorial al que ha de referirse cada convenio 

será la subcuenca hidrográfica que reciba en sus cauces una 
determinada cantidad de alpechín dejando a salvo aquellos 
casos particulares que puedan aconsejar lo contrario. No obs­
tante, y al existir poblaciones con fuerte concentración de in­
dustrias, podrán suscribirse convenios que contemplen la elimi­
nación del alpechín procedente de la industria almazarera y 
que realice su vertido a los cauces públicos a través de la red 
municipal de alcantarillado.

Art. 4.° Examinada la solicitud, asi como los documentos 
a que se refiere el artículo 2.°, y comprobado si reúnen las con­
diciones técnicas y demás características necesarias para la 
concesión de los auxilios económicos, la Comisaría de Aguas 
del Guadalquivir y la Jefatura Provincial del IRYDA emitirán 
informe conjunto en. el que se haga constar la procedencia de 
aplicar a las obras, instalaciones y demás dispositivos proyec­
tados las subvenciones establecidas en el Real Decreto 3499/1881, 
indicando la cuantía del presupuesto aprobado, asi como las 
subvenciones a conceder, la tramitación se realizará mediante 
expediente único de gasto, a través del Ministerio de Obras 
Públicas y Urbanismo en el caso de las soluciones globales 
reguladas por convenio, y a través del IRYDA en el caso de 
actuaciones individuales, incorporándose por el órgano no ac­
tuante los documentos contables que garanticen su aportación.

Si se considera conveniente por las Administraciones actuan­
tes, podrán concentrarse sobre actuaciones completas las sub­
venciones que a cada Organismo corresponda otorgar, siempre 
que se mantengan los porcentajes globales de participación es­
tablecidos en el Real Decreto 3499/1981.

Art. 5.º Si del estudio de la documentación aportada se 
deduce que no procede la aplicación del Real Decreto 3499/1981, 
en lo que se refiere a la posible concesión de las subvenciones 
tanto del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo como del 
IRYDA, se desestimará la solicitud, procediendo a la devolución 
de dicha documentación al interesado.

Art. 6.° La concesión y el pago de las subvenciones regu­
ladas en los artículos 2.° y 4.º del Real Decreto 3499/1981, que­
darán supeditados a la ejecución de las obras, instalaciones y 
demás dispositivos en los plazos previstos y de acuerdo con el 
proyecto aprobado, hecho que se acreditará mediante compro­
bación y certificación conjunta de ambos Organismos, proce­
diéndose seguidamente al abono de las subvenciones al inte­
resado.

Si la implantación de la solución se regula mediante conve­
nio, los pagos se realizarán en la forma que éste estipule.

Art. 7.º Cualquier modificación autorizada en la ejecución 
de las obras, instalaciones y demás dispositivos que suponga 
reducción en su presupuesto implicará la correspondiente re­
ducción de las subvenciones que corresponde abonar al Minis­
terio de Obras Públicas y Urbanismo y al IRYDA.

Art. 8.° Cuando las obras sean ejecutadas directamente por 
el IRYDA, acogiéndose a lo establecido en el artículo 3.° del 
Real Decreto 3499/1981, los beneficiarios reintegrarán al IRYDA 
la diferencia entre el presupuesto aprobado de las obras y las 
subvenciones concedidas por el Ministerio de Obras Públicas 
y Urbanismo y el IRYDA.

El plazo de amortización se fija en diez años, con un interés 
del 11 por 100.

Art. 9.º Las subvenciones establecidas en el Real Decre­
to 3499/1981 se tramitarán de acuerdo con las normas actual­
mente vigentes en el Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo 
y en el IRYDA para la concesión de auxilios económicos.

Lo que comunico a VV. EE. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 9 de junio de 1982.

RODRIGUEZ INCIARTE

Excmos. Sres. Ministros de Obras Públicas y Urbanismo y de
Agricultura, Pesca y Alimentación.
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14155 ACUERDO administrativo de 25 de mayo de 1982 
para la aplicación del Convenio Hispano-Chileno de 
Seguridad Social, de 9 de marzo de 1977, firmado en 
Madrid.

ACUERDO ADMINISTRATIVO PARA LA APLICACION 
DEL CONVENIO HISPANO - CHILENO DE SEGURIDAD

SOCIAL

TITULO PRIMERO

Disposiciones generales
ARTICULO 1

Para la aplicación del presente Acuerdo administrativo:
1. El término «Convenio» designa el Convenio de Seguridad 

Social entre la República de Chile y el Estado español.
2. El término «Acuerdo» designa el presente Acuerdo ad­

ministrativo.
3. Las expresiones y términos definidos en el artículo 1 

del Convenio, tienen en el Acuerdo el mismo significado.
ARTICULO 2

1. Para la aplicación del Convenio se establecen los si­
guientes Organismos de Enlace:

A) En Chile.
La Superintendencia de Seguridad Social.
B) En España:
El Instituto Nacional de la Seguridad Social.
2. Los Organismos de Enlace establecidos en el número 1 del 

presente artículo, tendrán por misión facilitar la aplicación del 
Convenio y adoptar las medidas administrativas necesarias para 
lograr su máxima agilización. Dichas medidas precisarán la 
previa autorización de las autoridades competentes.

3. Las autoridades competentes de cada una de las Partes 
Contratantes podrán designar otros Organismos de Enlace o 
modificar su competencia En estos casos, notificarán sin demo­
ra las variaciones introducidas a la autoridad competente de la 
otra Parte Contratante.

ARTICULO 3

Los Organismos de Enlace establecerán de común acuerdo 
los formularios, impresos y demás documentos necesarios para 
la aplicación del Convenio y el Acuerdo, con la aprobación de 
las autoridades competentes.

ARTICULO 4

1. En los casos previstos en el artículo 6. número 1, del 
Convenio, se extenderá previa petición de la Empresa o del 
trabajador desplazado un certificado en el que conste que du­
rante su ocupación temporal en el territorio del otro país, la 
Empresa continuará aplicando respecto de sus trabajadores la 
legislación del país donde está radicada.

2. El certificado a que se refiere el número anterior será 
expedido:

a) En Chile: Por la Superintendencia de Seguridad Social.
b) En España: Por el Instituto Nacional de la Seguridad 

Social.
3. Si el trabajador dejare de pertenecer a la Empresa que 

lo envió antes de cumplir el periodo por el cual fue desplazado, 
dicha Empresa deberá comunicarlo a la Institución competente 
del pais donde ella tenga su domicilio.

ARTICULO 5

1. Para el ejercicio del derecho de opción previsto en el 
artículo 6, apartado 4, número segundo del Convenio, el tra­
bajador notificará dicha opción al Organismo de Enlace de 
la Parte por cuya legislación ha optado, a través de la Misión 
Diplomática o funcionario de ella para el cual preste sus servi­
cios. El Organismo de Enlace informará de la misma al Orga­
nismo de Enlace de la otra Parte.

2, El escrito de opción deberá ser presentado en el plazo 
de tres meses, a partir de la fecha de empleo.

3. Si transcurriese el plazo de tres meses sin que el trabaja­
dor ejerciese el derecho de opción, se entenderá que opta por la 
aplicación de la legislación del lugar de residencia.

TITULO II

Disposiciones particulares.

CAPITULO PRIMERO 
Vejez, invalidez y supervivencia

ARTICULO 6

1. Para obtener la concesión de prestaciones por vejez, in­
validez o supervivencia, los interesados deberán dirigir su soli­
citud a la Institución competente del lugar de su residencia.
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2. Si residen en el territorio de un tercer Estado, los so­
licitantes deberán dirigirse a la Institución competente de la 
Parte Contratante bajo cuya legislación ellos o sus causantes 
hubieran estado asegurados por última vez.

3. Las peticiones dirigidas a una Institución que no sea la 
competente producirán los mismos efectos que si hubieran sido 
presentadas ante ella. La Institución receptora estará obligada a 
enviarlas sin demora a la Institución competente, dando a cono­
cer las fechas en que hayan sido presentadas.

ARTICULO 7

1. Para el trámite de las solicitudes de prestaciones por 
vejez, invalidez y supervivencia contempladas en el Convenio, 
las Instituciones competentes de España y Chile utilizarán un 
formulario especial en el que se consignarán entre otros los da­
tos de filiación del peticionario y, si procede, de su causante, y 
la relación y el resumen de los períodos de seguro y equivalentes 
cumplidos por uno u otro en las legislaciones de las dos Partes.

2. Cuando se trate de solicitudes de prestaciones por invali­
dez, el formulario se enviará con un anexo consistente en dicta­
men médico sobre las causas, grado y existencia o no de posi­
bilidades razonables de recuperación de la situación de incapa­
cidad del interesado.

3. El. dictamen médico se emitirá en el formulario estableci­
do de común acuerdo por ambas Partes Contratantes.

4. El envío de los formularios al Organismo de Enlace de 
la otra Parte suple la remisión de los documentos justificati­
vos de los datos en ellos consignados.

ARTICULO 8

La institución competente del lugar de residencia, una vez 
consignados los datos pertinentes en los respectivos formularios, 
remitirá dos ejemplares a su Organismo de Enlace.

El Organismo de Enlace del lugar de residencia remitirá di­
chos documentos al Organismo de Enlace de la otra Parte, 
la que a su vez los hará llegar a la Institución competente 
correspondiente.

ARTICULO .9

1. Recibidos los formularios, la Institución competente de 
la otra Parte los completará con las siguientes indicaciones:

a) Períodos de seguro y períodos equivalentes cumplidos 
por el asegurado bajo su propia legislación.

b) Importes posibles de la prestación a su cargo, según 
las modalidades de cálculo previstas en e] Convenio.

2. La Institución competente remitirá a su Organismo de 
Enlace un ejemplar del formulario con los datos pertinentes. 
Este lo enviará al Organismo de Enlace del lugar de residencia 
para que el mismo lo remita a la Institución competente res­
pectiva, al objeto de que ésta efectúe la operación de totaliza­
ción de los periodos de seguro correspondientes y del posible 
cálculo de las prestaciones.

ARTICULO 10

1. El Organismo de Enlace del lugar de residencia del 
interesado le notificará, por correo certificado, los posibles im­
portes de las prestaciones que pudieran corresponderle a cargo 
de cada una de las Partes, en los formularios que se establez­
can, a efectos de ejercitar el derecho de opción, previsto en el 
artículo 15 del Convenio.

2. Transcurrido un plazo de treinta días hábiles, contados a 
partir de la fecha de la notificación, sin que el interesado haya 
ejercitado su derecho de opción, la Institución competente que 
le haya comunicado los datos para la opción considerará que ha 
optado por la forma de liquidación que sea más favorable, 
a la vista de los antecedentes que se posean.

3. La opción es única y la misma surtirá efectos en todos 
los expedientes administrativos que se deriven de aquel en que 
se hizo uso de este derecho.

4. Cuando la defunción que puede dar derecho a la conce­
sión de una prestación de supervivencia se produzca antes de 
que el trabajador haya obtenido la liquidación de sus derechos 
en el seguro de vejez, sus supervivientes podrán ejercitar el de­
recho de opción previsto en el artículo 15 del Convenio.

ARTICULO 11

El Organismo de Enlace del lugar de residencia comunicara 
al Organismo de Enlace de la otra parte la fecha en la cual se 
hizo la notificación al interesado y la opción manifestada por 
éste y en su caso, transcurrido el plazo máximo concedido sin 
haber ejercitado este derecho, la decisión adoptada por el Or­
ganismo que le ha comunicado los datos para la opción, a tenor 
de lo establecido en el artículo precedente.

ARTICULO 12

1.º La resolución adoptada por la Institución competente de 
cada país será comunicada directamente al interesado.

Una copia de la resolución será remitida a la Institución com­
petente del otro pais.

2.º En la resolución constará:

a) La fecha de efectos económicos.
b) Importe de la prestación.
c) Las vías y plazos de recurso.

ARTICULO 13

El pago de las prestaciones concedidas se efectuará directa­
mente por las Instituciones deudoras, 6ea cual fuere la resi­
dencia de los titulares.

Cuando se trate de prestaciones de pago periódico, éste podrá 
realizarse de conformidad con el interesado por trimestres ven­
cidos, y mediante transferencia bancaria, giro postal o ingreso 
en cuenta.

CAPITULO II

Asistencia sanitaria y prestaciones por enfermedad
\

ARTICULO 14

Cuando un trabajador, que hubiere estado sometido a la legis­
lación de la Seguridad Social de una do las Partes Contra­
tantes, ingresare en el régimen de Seguridad Social de la otra y 
necesitare, pana obtener asistencia sanitaria por enfermedad o 
maternidad, acreditar períodos de cotización o equivalentes de 
la primera, deberá presentar un certificado de esta última 
Institución en el que consten dichos períodos, expedidos en un 
formulario establecido al efecto

Si el trabajador no lo presentare, la Institución del lugar de 
residencia solicitará el envío del mismo de la Institución compe­
tente de la otra Parte. 

ARTICULO 15

Los familiares del trabajador empleado en el territorio de 
una de las dos Partes Contratantes que permanezcan en el terri­
torio de la otra Parte, tendrán derecho a asistencia sanitaria 
por el plazo de veinticuatro meses contados desde la fecha en 
que el trabajador fue dado de alta en la Seguridad Social 
española o incorporado la Seguridad Social chilena.

ARTICULO 18

1. El titular de una pensión a que hace referencia el ar­
tículo 19, número 3, del Convenio, y que resida habitualmente 
en el territorio de la otra Parte, presentará ante la Institu­
ción de dicna Parte un certificado expedido por la Institución 
competente del país deudor de la pensión, al objeto de obtener las 
prestaciones de asistencia sanitaria. Este certificado tendrá vali­
dez hasta tanto la Institución competente notifique, mediante 
formulario, la suspensión o supresión del derecho,

2. Cuando Se trate de un titular de pensiones por vejez, 
invalidez y supervivencia en virtud de la legislación de am­
bas Partes Contratantes, la asistencia sanitaria será a car­
go de la Institución de aquella parte en cuyo territorio se 
encuentre.

ARTICULO 17

Para beneficiarse de las precaciones sanitarias y económicas 
por enfermedad o maternidad durante el período de estancia 
en la Parte a la que han sido desplazados por su Empresa, 
los trabajadores a que se refiere el artículo 6, número 1, del 
Convenio, deberán presentar en la Institución de la Parte a la 
que han sido desplazados, el certificado previsto en el artículo 4, 
número 1 del presente Acuerdo.

ARTICULO 18

1. Para beneficiarse de las prestaciones sanitarias y económi­
cas por enfermedad durante una estancia temporal en el territo­
rio de una Parte Contratante, la persona asegurada cuyo estado 
de salud requiera inmediata asistencia médica presentará a la 
Institución del lugar de estancia un certificado expedido por 
la Institución de afiliación que acredite que el interesado y, en 
su caso, los familiares a su cargo que le acompañan tienen de­
recho a las prestaciones. Dicho certificado será presentado, en 
la medida de lo posible, al comienzo de la estancia temporal.

2. El certificado indicará el período dentro del cual puedan 
solicitarse las prestaciones sanitarias y, en su caso, el tiempo 
durante el cual éstas podrán ser concedidas. Dicho certificado 
deberá ser extendido en formulario establecido de común 
acuerdo.

3. Si el trabajador no presentase el certificado, la Institu­
ción del lugar de estancia se dirigirá a la Institución competente 
para obtenerlo.

ARTICULO 19

1. La concesión de prótesis, grandes aparatos y otras pres­
taciones en especie de gran importancia, salvo casos de urgen­
cia absoluta, estará subordinada a la autorización de la Institu­
ción competente de la Parte en la que el trabajador esté ase­
gurado.

Los casos de urgencia absoluta en que no es necesaria la 
autorización previa, son aquellos en que las prestaciones no 
puedan ser diferidas sin comprometer gravemente la salud del 
interesado.

2. Las prótesis, grandes aparatos y prestaciones en especie 
de gran importancia a los que se refiere el número anterior son 
los siguientes:

a) Aparatos de prótesis, ortopédicos o de protección, incluí­
dos los corsés ortopédicos en tela armada, así como todos los 
suplementos, accesorios y utensilios, 

  b)   Zapatos    ortopédicos    y    zapatos    de    complemento    (no    orto­pédicos).
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c) Prótesis maxilares y faciales.
d) Prótesis oculares y lentes de contacto.
e) Aparatos para sordos.
f) Prótesis dentarias (fijas o móviles) y prótesis obtura- 

doras de la cavidad bucal.
g) Coches para inválidos y sillas de ruedas.
h) Renovación de las piezas de los aparatos mencionados 

anteriormente.
i) Medidas de readaptación funcional o de reeducación pro­

fesional.
j) Mantenimiento y tratamiento médico en casas de convale­

cencia, preventorios o «aerium».

ARTICULO .20

1. Con el fin de obtener la autorización a la que se subor­
dina la concesión de las prestaciones citadas en el artículo pre­
cedente la Institución del lugar de estancia comunicará a la Ins­
titución competente de la otra Parte las razones que justifiquen 
la concesión de la prestación y una estimación de su costo, me­
diante el correspondiente formulario. La Institución competente 
notificará su decisión sobre la prestación solicitada.

2. Cuando dichas prestaciones hayan sido concedidas por 
causa de urgencia absoluta, la Institución del lugar de estan­
cia lo notificará a la Institución competente de la otra Parte, 
mediante el formulario citado en e1 número anterior.

3. No será necesaria la autorización para aquellos casos que 
la asistencia sanitaria sea reembolsada mediante importes glo­
bales,

ARTICULO 21

1. Para beneficiarse de las prestaciones económicas por 
enfermedad, los trabajadores, a que se refiere el artículo 19, 
número 1, del Convenio, se dirigirán a la Institución del lugar 
de estancia, la cual procederá al control médico del interesado 
y tramitará sin demora a la Institución competente en la que el 
trabajador se encuentre afiliado, un dictamen médico sobre la 
incapacidad para el trabajo del interesado y su duración pro­
bable.

2. A efectos de control de la incapacidad de trabajo, el 
trabajador quedará sometido a la inspección médica de la Ins­
titución del lugar de estancia, como si se tratase de un ase­
gurado de ella. Dicha institución comunicará a la Institución 
competente del país de afiliación el término de la incapacidad.

3. El pago de las prestaciones económicas se hará efectivo 
por la Institución competente directamente al interesado, en 
base a las comunicaciones a que se refieren los números 1 y 2, 
en la forma y plazos establecidos por la legislación que dicha 
Institución aplique.

ARTICULO 22

1. El reembolso de los gastos correspondientes a las pres­
taciones de asistencia sanitaria a que se refiere el artículo 19 
número 5, del Convenio, será efectuado por las Instituciones 
competentes a las Instituciones que las hayan servido.

2. El reintegre de los gastos de asistencia sanitaria efectua­
dos por la Institución del lugar de residencia o estancia, por 
cuenta de la Institución competente a que se refiere el número 
anterior, se realizará conforme a los gastos reales que resulten 
de la contabilidad de la Institución acreedora. No obstante los 
Organismos de Enlace podrán acordar para determinados casos 
o para alguna clase de prestaciones sanitarias otras modalidades 
de reembolso, en especial sobre la base de tantos alzados.

ARTICULO 23

1. Para la liquidación de los reembolsos a que se refiere 
el artículo precedente, la Institución del lugar de estancia o 
residencia remitirá a la Institución del lugar de afiliación una 
liquidación de los gastos de asistencia habidos en el año an­
terior.

2. La Institución competente efectuará las transferencias de 
fondos que procedan en lo posible dentro del plazo de tres 
meses posterior a la recepción de las liquidaciones a que se 
refiere el número anterior.

3. La disconformidad de la Institución deudora respecto de 
determinadas liquidaciones o partidas objeto de reembolso no 
obstará al envío de los fondos correspondientes a la parte de la 
liquidación en que haya conformidad.

Las partidas controvertidas serán objeto de liquidación com­
plementaria, una vez que hayan sido aclaradas las diferencias.

4. El reembolso de los gastos a que se refiere el presente 
artículo se efectuará a través de los Organismos de Enlace.

CAPITULO III 

Prestaciones familiares

ARTICULO 24

1. Para beneficiarse de las prestaciones familiares en favor 
de las personas que residan en el otro Estado Contratante, en 
aplicación de lo dispuesto en el artículo 21 del Convenio, el 
trabajador dirigirá su solicitud a la Institución de afiliación com­
petente.

2. Con la solicitud el trabajador presentará un certificado 
expedido por la Institución competente del lugar de residen­
cia de los familiares, en el que se acredite el estado de familia.

Este certificado podrá ser renovado anualmente a solicitud de la 
Institución del país de afiliación

3. El trabajador deberá informar igualmente a la Institu­
ción competente de todo cambio en la situación familiar que 
influya en el derecho a las prestaciones.

4. El trabajador podrá designar a la persona a la que 
deben abonarse las prestaciones familiares, conforme a lo pre­
visto en la norma tercera del artículo 21 del Convenio. La 
designación en su caso surtirá efectos ante la Institución com­
petente hasta tanto no sea revocada.

5. De conformidad con lo previsto en el artículo 21, norma 
tercera, del Convenio, la Institución competente, a instancia y 
por mediación de la Institución del lugar de residencia habitual 
de los hijos, abonará con efecto liberatorio las prestaciones 
familiares a la persona natural o jurídica que tenga de hecho 
a su cargo a los hijos. Si concurren con el cónyuge del titular 
otras personas que cumplan estos requisitos, las prestaciones 
familiares deberán ser abonadas al cónyuge. En los casos en 
que varias personas cumplan al mismo tiempo los requisitos 
mencionados, las prestaciones familiares deberán abonarse a la 
que principalmente cuide de los hijos, según determine la Ins­
titución receptora de la solicitud.

CAPITULO IV

Prestaciones por accidentes de trabajo y enfermedades
profesionales

ARTICULO 25

1. Para el cumplimiento de lo previsto en el artículo 22, 
número 1, del Convenio, las disposiciones de este Acuerdo rela­
tivas a la asistencia sanitaria y prestaciones por enfermedad, 
serán aplicables a la concesión de prestaciones sanitarias y de 
enfermedad como consecuencia de un accidente de trabajo 
ocurrido en el otro país a los trabajadores que se mencionan en 
los artículos 6 y 7 del Convenio.

2. Las solicitudes para obtener una prestación por acciden­
te de trabajo o enfermedad profesional podrán ser presentadas 
indistintamente en la Institución competente de la Parte en 
la cual se haya producido el accidente o manifestado por pri­
mera vez la enfermedad profesional o en la. Institución compe­
tente de la Parte en que resida o se encuéntre el interesado. 
En el supuesto de que la Institución ante la cual se presente la 
solicitud no sea la competente remitirá la solicitud a la que 
lo fuere.

3. El pago de las prestaciones a que el presente capítulo se 
refiere, se efectuará directamente a los titulares de la presta­
ción por la Institución competente.

ARTICULO 26

1. En el supuesto contemplado en el número 3 de los ar­
tículos 22 y 23 del Convenio, la Institución competente de la 
Parte en la que se haya producido la agravación comunicará la 
nueva situación a través de su Organismo de Enlace, a la 
otra Parte, en el plazo máximo de un mes, contado desde la 
fecha de reconocimiento de la nueva prestación.

2. La Institución del lugar de residencia del titular de una 
prestación por accidente de trabajo o enfermedad profesional 
que no sea la competente efectuará los controles sanitarios y 
administrativos requeridos por la Institución competente, en las 
condiciones establecidas por su propia legislación.

 CAPITULO V

Prestaciones por defunción

ARTICULO 27

Para obtener las prestaciones por defunción a que se refiere 
el artículo 25 del Convenio, los beneficiarios dirigirán su solicitud 
a la Institución deudora de tales prestaciones.

ARTICULO 28

Cuando se hayan percibido las prestaciones de defunción de 
acuerdo con las normas del artículo 25 del Convenio, la Institu­
ción competente de la Parte que las haya otorgado lo pondrá en 
conocimiento de la Institución competente de la otra Parte 
a través de su Organismo de Enlace, para evitar la duplicidad 
de prestaciones.

TITULO III 

Disposiciones diversas

ARTICULO 29

Para la aplicación de la legislación española se considerará 
a un trabajador en situación asimilada a la de alta, a efectos 
del otorgamiento de las prestaciones conforme al principio de 
totalización y prorrata previsto en el artículo 13 del Convenio, 
cuando dicho trabajador se encuentre sujeto a la legislación de 
la otra Parte Contratante o con derecho a prestaciones por parte 
de esta última.

ARTICULO 30

1. Para la admisión al seguro voluntario o facultativo con­
forme a la legislación de una Parte, serán tomados con conside­



ración, en caso necesario, los períodos de seguro acreditados 
bajo la legislación de la otra Parte.

2 Lo dispuesto en el número 1 del presente artículo no será 
aplicable más que a las personas que no puedan beneficiarse 
del seguro obligatorio en razón de la legislación del lugar de 
residencia

En todo caso, la inclusión obligatoria posterior en un régimen 
de seguridad social será causa de extinción en dicho asegura­
miento voluntario.

ARTICULO 31

Las Instituciones competentes y los Organismos de Enlace 
de cada Parte deberán comprobar la veracidad de los hechos y 
la autenticidad de los documentos que presenten los interesados. 
Igualmente se tendrán por acreditados los hechos y los docu­
mentos cuya veracidad o autenticidad hubiera sido comprobada 
por la Parte en la que se cumplimentaron o realizaron.

ARTICULO 32

1. ° Para la. aplicación de lo establecido en el número 4 del 
articulo 28 de. Convenio, relativo a la retención de atrasos para 
la compensación de anticipos, ios Organismos competentes de 
las Partes Contratantes se informarán mutuamente sobre la 
concesión de dichos anticipos

2. ° Para esta concesión se tendrá en cuenta:
al Si el interesado tiene derecho a anticipo de pensión se­

gún la Institución del lugar de residencia, el anticipo le será 
concedido por dicha Institución,

b) En el supuesto de que el interesado no tenga derecho a 
Anticipo de pensión por parte de Ja Institución del lugar de re­
sidencia, le será concedido el mismo por la Institución compe­
tente de la otra Parte.

ARTICULO 33

El Organismo de Enlace español informará al Organismo de 
Enlace chileno, en el primer trimestre de cada año sobre la 
cuantía total de los pagos de pensiones efectuadas durante el 
ejercicio anterior a beneficiarios residentes en Chile. Por su 
parte, el Organismo de Enlace chileno informará al Organismo 
de Enlace español, én el citado período, sobre el importe total de 
los pagos efectuados por las Instituciones competentes de su 
país durante el mismo ejercicio a sus beneficiarios residentes 
en territorio español.

ARTICULO 34

1. A efectos de control de sus respectivos beneficiarios resi­
dentes en la otra Parte, las Instituciones competentes española y 
chilena deberán suministrarse entre sí, la información necesaria 
sobre hechos o actos de los que pueda derivarse, según su 
propia legislación, la modificación, suspensión o extinción de los 
derechos a prestaciones por ellas reconocidas.

2. Los reconocimientos médicos necesarios para el cumpli­
miento de las disposiciones legales de un Estado Contratante, re­
lativas a las personas que se encuentren en el territorio del otro 
Estado, se llevarán a cabo a petición de la Institución compe­
tente por la Institución del Estado en cuyo territorio se hallen 
las personas, que hayan de someterse a tales reconocimientos. El 
importe de estos reconocimientos médicos, así como los gastos 
de viaie, la pérdida de retribución v los gastos que hubiera oca­
sionado el cambio de alojamiento dispuesto para fines de obser­
vación facultativa, así como los demás adicionales, serán reem­
bolsados por la Institución solicitante sobre la base de los impor­
tes efectivos.

3. La petición dé reconocimientos médicos se efectuará a 
través de los Organismos de Enlace.

4. Las Instituciones competentes, podrán solicitar directa­
mente a los beneficiarios la remisión de la documentación ne­
cesaria que acredite su derecho a continuar en la percepción de 
las prestaciones.

TITULO IV 

Disposición final

ARTICULO 35

El presente Acuerdo entrará en vigor en la misma fecha 
de su firma y tendrá igual duración que el Convenio.

Hecho en dos ejemplares en idioma español, haciendo fe 
ambos textos, a los veinticinco días del mes de mayo del año 
mil novecientos ochenta y dos, en Madrid, capital de España.

Por el Gobierno de la Por el Gobierno de España,
República de Chile, Jaquín Ortega Salinas.

Juan de Dios Carmena Peralta, Subsecretario de Asuntos
Embajador de Chile Exteriores

en Madrid

El presente Acuerso entró en vigor el dia 25 de mayo de 1982, 
fecha de su firma, según lo dispuesto en el artículo 35 del 
mismo.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid 28 de mayo de 1982 —El Secretario general Técnico, 

José Antonio de Yturriaga Barberán.

MINISTERIO DE HACIENDA

14156 REAL DECRETO 1193/1982, de 30 de abril, por el 
que se complementa el Decreto 461/1971, de 11 de 
marzo, sobre revisión de precios.

El Decreto cuatrocientos sesenta y uno/mil novecientos se­
tenta y uno, de once de marzo, se estableció al objeto de per­
feccionar el sistema de revisión de precios de los contratos del 
Estado y de sus Organismos autónomos que habla configurado 
el Decreto-ley dos/mil novecientos sesenta y cuatro, de cuatro 
de febrero.

En el decenio transcurrido desde la aparición del mencionado 
Decreto se han producido cambios significativos en diferentes 
aspectos de la economía española y se ha obtenido una aprecia­
ble experiencia en la aplicación de la normativa legal vigente 
en materia de revisión de precios. Desde ambos puntos de vista 
resultá de interés considerar que, de hecho y con cierta fre­
cuencia, se han venido presentando dificultades al cumplimiento 
de lo establecido en los artículos noveno y décimo del Decre­
to cuatrocientos sesenta y uno/mil novecientos setenta y uno, 
que dan lugar a notables retrasos en la liquidación y abono de 
las revisiones Al incrementarse, por esta causa, las necesidades 
de circulante de las Empresas contratistas, en un periodo de 
dificultades económicas, se produce una elevación de costes que 
repercute de manera directa en un alza de los precios de las 
unidades de obra que se ofertan al Estado y de manera indi­
recta desfavorablemente en la inflación y en la estabilidad 
económica y financiera de las Empresas, con la consiguiente 
repercusión sobre el empleo

Por otra parte, la consideración de la construcción como 
vehículo en el fomento de las inversiones en capital fijo social 
del Estado, hace necesario que los precios de contratación y su 
crecimiento se contengan, así como que el sector industr al 
constructor pueda desarrollar la actividad que el Estado le 
encomienda en condiciones adecuadas. Al mismo tiempo se con­
sidera apreciable la parte que, de los recursos que el sistema 
financiero destina a la cobertura de circulantes, pueda ser libe­
rada y puesta en condiciones de disponibilidad para inversiones 
activas nepesarias a la. economía.

En consecuencia, al objeto de potenciar la posibilidad inver­
sora estatal, de simplificar al máximo algunos aspectos de la 
tramitación que puedan tener efectos inflacionistas y de posibi­
litar el estricto cumplimiento de la normativa legal sobre con­
tratación, acompasando las consecuencias de los compromisos 
contractuales del Estado con la evolución real de los precios, 
se considera necesario perfeccionar el sistema vigente de revi­
sión de precios por medio del presente Real Decreto, quo se 
dicta al amparo de la cobertura que ofrece el artículo once 
del Decreto-ley dos/mil novecientos sesenta y cuatro, de cuatro 
de febrero, y que viene a complementar al Decreto cuatrocientos 
sesenta y uno/mil novecientos setenta y uno, sin que ello sea 
obstáculo para que se sigan estudiando nuevos sistemas qué 
permitan adaptar y mejorar la normativa vigente.

En base a cuanto antecede, previo informe favorable de la 
Junta Consultiva de Contratación Administrativa, de acuerdo 
con el dictamen del Consejo de Estado, a propuesta del Minis­
tro de Hacienda y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día treinta de abril de mil novecientos ochen­
ta y dos,

DISPONGO:

Artículo primero.—Al objeto de proveer la cobertura finan­
ciera necesaria para atender las obligaciones derivadas de las 
revisiones de precios, ios Departamentos ministeriales y Orga­
nismos autónomos deberán consignar en sus anteproyectos de 
presupuestos, a nivel de subconcepto o partida presupuestaria, 
los créditos precisos para atender dichas obligaciones. Estos 
créditos, a los que les será de aplicación lo dispuesto en el 
artículo sesenta y nueve de la Ley once/mil novecientos seten- . 
ta y siete, de cuatro de enero, General Presupuestaria, represen­
tarán inicia’mente como mínimo un ocho por ciento del total 
de las inversiones reales con derecho a revisión.

Con cargo a los subconceptos presupuestarios así estableci­
dos, los órganos de contratación tramitarán, dentro del primer 
trimestre de cada ejercicio, un expediente de gasto por el im­
porte previsto de las obligaciones a satisfacer en dicho ejercicio 
económico, derivadas de las revisiones de precios de los contra­
tos en vigor. Con posterioridad deberán tramitarse los expedien­
tes de ga6to que requieran la cobertura do créditos por revi­
siones de precios de nuevos contratos o las desviaciones de la 
previsión inicial.

Artículo segundo.—Los Departamentos ministeriales y sus 
Organismos autónomos podrán realizar a lo largo del ejercicio, 
entre los subconceptos correspondientes, las redistribuciones de 
crédito necesarias para mantener a un nivel adecuado las parti­
das presupuestarias afectas al pago de revisiones de precios, de 
forma que sus insuficiencias sean cubiertas con la antelación 
necesaria para poder atender puntualmente el pago de certifi­
caciones de revisión y los excesos en su dotación no compro­
metan la capacidad gestora del órgano contratante.

Articulo tercero —Al objeto de facilitar los procesos contables 
y estadísticos del órgano contratante, las certificaciones por re- 
visión de  precios deberán cursarse en forma separada a la 
certificación ordinaria. El documento correspondiente a la cer-


